
Número Identificador 

 

RES2018________________ 

 

ESTADO LIBRE ASOCIADO DE PUERTO RICO 
TRIBUNAL DE APELACIONES 

PANEL IV 

 

EL PUEBLO DE PR  

RECURRIDO 

 

 

 

 

V. 

 

 

 

 

JONATHAN FEBRES 

VARCARCEL 

PETICIONARIO 

 

 

 

 

 

 

 

KLCE201801185 

CERTIOARI 
procedente del 

Tribunal de 

Primera 

Instancia, Sala 

Bayamón 

_____________ 

CRIM. NÚM.: 

D VI2018G0001  

______________ 

SOBRE:  

Art. 93, 

Asesinato en 

segundo grado 

______________ 

Panel integrado por su presidenta la Juez Coll Martí, el 

Juez Flores García y el Juez Rivera Torres. 

Flores García, Juez Ponente 

RESOLUCIÓN 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 11 de septiembre de 

2018. 

Comparece la parte peticionaria, Jonathan Febres 

Varcárcel, mediante este recurso discrecional de 

certiorari, y solicita nuestra intervención a los fines 

de revocar una orden emitida por el Tribunal de Primera 

Instancia que denegó considerar su petición de rebaja de 

sentencia por buena conducta y asiduidad. 

En ánimo de promover el “más justo y eficiente 

despacho” del asunto ante nuestra consideración, 

prescindimos de términos, escritos o procedimientos 

ulteriores. Regla (7) (B) (5) del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII–B, R. 7 (B) 

(5). 

Hemos deliberado los méritos del recurso y 

concluimos no expedir el auto solicitado. A pesar de que 

esta segunda instancia judicial no tiene que fundamentar 
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su determinación al denegar un recurso de certiorari,1 

en ánimo de que no quede duda en la mente de las partes 

sobre los fundamentos al ejercer nuestra facultad 

revisora, abundamos. 

En este caso, la División de Remedios 

Administrativos del Departamento de Corrección y 

Rehabilitación es el organismo con la facultad inicial 

para atender los reclamos sobre concesiones de 

bonificaciones por buena conducta y asiduidad. Vargas 

Serrano v. Inst. Correccional, 198 DPR 230, 254 (2017). 

Es norma, que la jurisdicción de los foros 

administrativos se deriva y delimita por su ley 

habilitadora, así como de aquellas leyes especiales que 

nutren su jurisdicción. En este caso, no hay duda de que 

el Departamento de Corrección y Rehabilitación tiene la 

jurisdicción primaria exclusiva sobre el asunto que 

motivó la presentación de este recurso. 

Luego de evaluar detenidamente el expediente 

apelativo ante nuestra consideración, no encontramos 

indicio de que el foro recurrido haya actuado de forma 

arbitraria, caprichosa, o haya abusado al ejercer su 

discreción. Trans-Oceanic Life Ins. v. Oracle Corp., 184 

DPR 689, 709 (2012); Lluch v. España Service, 117 DPR 

729, 745 (1986). 

Por los fundamentos antes expresados, denegamos la 

expedición del auto de certiorari solicitado. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

                                                 
1 Pueblo v. Cardona López, 196 DPR 513 (2016). 


